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Congreso del Estado Independiente, 

Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza
“2018, AÑO DEL CENTENARIO DE LA CONSTITUCIÓN DE COAHUILA”


	



Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma el artículo 59, y el artículo 403; y se adicionan el inciso I. a la quinta fracción del artículo 58, y el artículo 59bis, de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza.
· Mediante la cual se propone regular el derecho de identidad de aquellos menores, hijos de migrantes nacidos en territorio Coahuilense.

Planteada por la Diputada Elisa Catalina Villalobos Hernández, Diputada Graciela Fernández Almaraz y la Diputada Gabriela Zapopan Garza Galván, Integrantes de la Comisión de la Defensa de los Derechos Humanos.
Fecha de Lectura de la Iniciativa: 18 de Septiembre de 2018.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.
Fecha del Dictamen:
Decreto No. 

Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
INICIATIVA DE REFORMA A LA LEY PARA LA FAMILIA DE COAHUILA DE ZARAGOZA SUSCRITAS POR: ELISA CATALINA VILLALOBOS HERNANDEZ, GRACIELA FERNANDEZ ALMARAZ Y GABRIELA ZAPOPAN GARZA GALVAN, INTEGRANTES DE LA COMISION PARA LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS
Con fundamento en los artículos 59, fracción I, y 67, fracción I, de la Constitución Política del Estado; 21, fracción IV, 152, fracción I, 162 y 163 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, nosotras las diputadas integrantes de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila de Zaragoza: Diputada Elisa Catalina Villalobos Hernández, del Partido Movimiento de Regeneración Nacional; Diputada Graciela Fernández Almaraz, del Partido Revolucionario Institucional; Diputada Gabriela Zapopan Garza Galván, del Partido de Acción Nacional, comparecemos para presentar Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma los artículos 59 y 403, y adiciona el inciso I. a la quinta fracción del artículo 58, y el artículo 59bis, de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, sustentando la Iniciativa al tenor de la siguiente

E X P O S I C I Ó N    D E    M O T I V O S
La identidad ha sido reconocida como el conjunto de rasgos que caracteriza un individuo, o un grupo de individuos, frente a la comunidad en general. Cada individuo es único, debido a peculiaridades propias que distinguen cada persona en cuanto ser humano. Principalmente, la identidad se basa en el conocimiento de su origen, es decir en la atribución de un nombre, un apellido y una nacionalidad, a partir de su nacimiento.
El derecho a la identidad resulta ser no solo la base fundamental del bienestar de la persona, sino también un derecho elemental a beneficio de la sociedad. La identificación de las personas a través de un acta de nacimiento que contenga información válida y confiable, resulta ser un deber esencial del Estado.
La identidad como derecho se encuentra protegida en diferentes instrumentos internacionales en materia de derechos humanos: la Declaración Universal de los Derechos del Hombre (art. 2, 6 15);
el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos (art. 24);
 la Convención sobre los Derechos del Niño (art. 7 y 8);
 y la Convención Internacional para la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y sus Familias (art. 7 y 29).

En diferentes ocasiones, y por parte de numerosos organismos internacionales, se ha reiterado como en ausencia de identidad, la persona no puede tener prueba legal de su existencia, lo que compromete de forma grave el ejercicio pleno de sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales.
Cabe resaltar al respecto, que el derecho a la identidad es una norma fundamental y no derogable, parte del grupo de normas consuetudinarias y de carácter cogente en el ordenamiento internacional.
La Convención sobre los Derechos del Niño reconoce en sus artículos 7 y 8 que es un derecho absoluto de cada niña y cada niño la inscripción en los registros en los tiempos inmediatamente después de su nacimiento.
Sobre todo el Artículo 8, obliga los Estados a comprometerse en respetar el derecho de niñas y niños a preservar su identidad, y las demás instituciones conllevadas, tales como nacionalidad, nombre y relaciones familiares. Lo más importante resulta derivar de que, a la hora en que la niña o el niño se encuentre en riesgo de verse privado de uno de esos derechos, el Estado tiene que brindar las asistencias apropiadas con miras a restablecer rápidamente su identidad.
También en el sistema interamericano, el derecho a la identidad está protegido por la Convención Americana de Derechos Humanos (art. 18 y 20).

En la Opinión Consultiva no. 17 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos sobre la “Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño”, en su voto concurrente el juez Antonio Cançado Trindade desarrolla una tesis importante:
Las limitaciones de la capacidad jurídica en nada substraen a la personalidad jurídica. El titular de derechos es el ser humano, de carne y hueso y alma, y no la condición existencial en que se encuentra temporalmente.
Después de haber citado el famoso caso de los “Niños de la Calle” ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y reiterando la importancia de las niñas y de los niños como sujetos plenos de derecho, concluye:
En efecto, como el Derecho reconoce ineluctablemente la personalidad jurídica a todo ser humano (sea él un niño, un anciano, una persona con discapacidad, un apátrida, o cualquier otro), independientemente de su condición existencial o de su capacidad jurídica para ejercer sus derechos por sí mismo (capacidad de ejercicio), - podemos, de ese modo, visualizar un verdadero derecho al Derecho, o sea, el derecho a un ordenamiento jurídico (en los planos tanto interno como internacional) que efectivamente salvaguarde los derechos inherentes a la persona humana.
Conforme a lo mencionado por el Juez Cançado Trindade, la Constitución Política Federal, en su reformado artículo cuarto, octava fracción, reconoce el derecho a la identidad como fundamental, mencionando a la letra que
Toda persona tiene derecho a la identidad y a ser registrado de manera inmediata a su nacimiento. El Estado garantizará el cumplimiento de estos derechos. La autoridad competente expedirá gratuitamente la primera copia certificada del acta de registro de nacimiento.

Además de proveer una obligación negativa para los funcionarios en impedir el goce de un derecho, también se obliga a todas autoridades a promover, respetar y establecer los mecanismos que garanticen el goce de los derechos humanos en el ámbito de su competencia, estableciendo así una obligación de carácter positivo que vincula las autoridades de todos niveles a actuar de forma proactiva y en respecto del principio pro persona.
Asimismo, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes (LGDNNA), en su artículo 19, señala que las niñas y los niños tienen derecho a, entre otros: ser inscritos en el Registro Civil respectivo de forma inmediata y gratuita; que se les expida en forma ágil y sin costo la primera copia certificada del acta correspondiente; conocer su filiación y su origen, en la medida de lo posible y siempre que ello sea acorde con el interés superior de la niñez (énfasis añadida).
Es evidente cómo, desde las expresiones propias de la LGDNNA, la filiación resulta en un requisito importante, pero no necesario, para el fin de registrar una niña o un niño recién nacido, garantizándole así el derecho a la identidad. En realidad, la ratio de la norma resulta ser congruente con el principio del interés superior de la niñez, identificando como el mismo sea de orden primordial en toda determinación que afecte a menores de edad.
Por lo general, el derecho se describe como absoluto, y fundamental para el desarrollo integral de la misma persona humana. Con lo anterior, se reconoce como tanto el derecho a la identidad en sus características formales, como el derecho a la identidad en sus características de herencia cultural, sean de igual importancia y tengan que ser garantizados de forma igual.
Por lo tanto, la identificación de la filiación y de los ascendientes en segundo grado resulta ser un elemento importante en la construcción de la identidad de la niña o del niño.
Lo anterior, se substancia en el hecho de que en su fracción quinta del artículo 58, la Ley de Familia del Estado de Coahuila prevé la presencia en el acta de nacimiento el nombre, el domicilio y la nacionalidad de los abuelos. Consecuentemente, con el fin de garantizar la veracidad de la información, a la hora de reconocer un bebé recién nacido, se requiere presentación de acta de nacimiento de los papas.
Sin embargo, esta disposición resulta discriminatoria en diferentes casos, de los cuales dos incluyen: 1) personas nacionales registradas conforme al artículo 67 de la misma Ley; 2) personas extranjeras que no cuentan con el apoyo de sus autoridades consulares, cuya acta de nacimiento no cuente con una traducción válida legalmente, o en cuya acta de nacimiento no comparezcan los datos necesarios para cumplir con el registro de nacimiento.
Al respecto, cabe resaltar que Saltillo es tanto un lugar de tránsito, como de destino de personas migrantes (nacionales, y extranjeras): la Casa del Migrante de Saltillo, por ejemplo, recibe cada año más de 6,000 personas extranjeras que pasan por el territorio Saltillense. De su parte, el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), ha implementado un programa de reasentamiento interno que ha permitido a decenas de familias refugiadas tener una segunda oportunidad de vida en Saltillo y en Coahuila. La presencia de centros de apoyo a migrantes tanto en Torreón como en Piedras Negras, y el nuevo proyecto de apoyo a personas migrantes en la ciudad de Monclova, representan un reflejo de una realidad que muestra Coahuila como tierra de destino de personas desplazadas, tanto de otros lugares de México, como del extranjero.
Cabe resaltar que, en caso de personas extranjeras con un hijo o una hija nacidas en territorio mexicano, el derecho a la identidad no es propio de los padres, sino del recién nacido que resulta ser de nacionalidad mexicana.
No siempre las personas extranjeras cuentan con su acta de nacimiento, o con autoridades consulares que puedan apoyarlas en tiempo y forma adecuada para solicitar los documentos necesarios. Sobre todo, en caso de personas refugiadas o solicitantes de la condición de refugiado, su condición de vulnerabilidad y su estatus jurídico no prevé que se acerquen a sus autoridades diplomáticas, debido al hecho de que en teoría han rechazado cualquier forma de protección por ellas.
Si bien se reconoce claramente como el legislador ha respondido de forma parcial a la necesidad de reconocimiento de la identidad de la persona, se genera aquí un conflicto legítimo: ¿Cómo se puede identificar la procedencia de los abuelos, y así garantizar el derecho del infante a conocer sobre sus raíces y a salvaguardar su procedencia cultural, sin generar provisiones que puedan resultar a detrimento para el individuo?
Claramente, el Estado tiene la obligación de generar las medidas necesarias para que ningún derecho entre en conflicto con otro: si un derecho se ve reconocido por el ordenamiento vigente, las herramientas necesarias para ejercerlo tienen que ser accesibles y a la portada de cualquier individuo, así como al mismo tiempo, averiguar que ninguna disposición cause impedimentas objetivas en el goce de un derecho garantizado.
Concluyendo la oración empezada anteriormente, la identificación de la filiación y de los ascendientes en segundo grado resulta ser un elemento importante en la construcción de la identidad de la niña o del niño, sin embargo, no necesario para el reconocimiento de la identidad de un recién nacido.
En su caso, si los padres desean reconocer la procedencia y garantizar el derecho al legado cultural para sus hijas o sus hijos, deberían de poder declarar esto a través de una protesta de verdad simple, siempre en el caso de que no cuenten con los documentos necesarios.

No se puede vincular el ejercicio de un derecho absoluto a requisitos administrativos, así como la imposición de dichos requisitos tiene que responder a las necesidades propias reclamadas por el derecho que se desea ejercer. En este caso, el acta de nacimiento no resulta ser un documento indispensable para la aclaración de la identidad de una persona, sino, y solo en algunos casos, considerando que no siempre contiene las informaciones necesarias, para garantizar el reconocimiento de la filiación.

Abriendo a la posibilidad de poder declarar bajo protesta de decir verdad sobre los requisitos de filiación, el legislador aliviaría a las personas de un requisito que podría resultar discriminatorio y, sin por otro lado negar abiertamente el igualmente importante derecho al legado cultural, responsabilizaría a la autoridad estatal competente de comprobar lo declarado para la persona.

Será después entonces obligación de la Dirección del Registro Civil Nacional, en coadyuvancia con el sistema de protección integral de la familia y la procuraduría para los niños, las niñas y la familia, conforme a las atribuciones conferidas por el artículo séptimo del Reglamento Interior del Registro Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza y sin representar una mayor carga en las funciones ya atribuidas a los organismos mencionados en este párrafo.
En su caso, y conforme a lo establecido por la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por la Ley General de Niñas, Niños y Adolescentes, la Dirección del Registro Civil será coadyuvada el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia y Protección de Derechos del Estado de Coahuila y la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia del Estado de Coahuila.
Por lo tanto, esta iniciativa de reforma propone modificar el texto de la Ley para la Familia de Coahuila y de la Ley del Registro Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, con el fin de armonizar este dilema de fondo sobre la salvaguardia de la identidad cultural, en contraposición con el inderogable derecho a la identidad.
Debido a la importante tradición del Estado a defensa y tutela de la diversidad, y siendo un ejemplo en el respecto de los derechos humanos, no podemos no considerar la necesidad tanto de derecho, como práctica, de intervenir sobre una cuestión que impediría a un número considerable de niñas y niños coahuilenses de ejercer su derecho a la identidad.

D E C R E T O
UNICO. Se reforman, el artículo 59, y el artículo 403; y se adicionan el inciso I. a la quinta fracción del artículo 58, y el artículo 59bis, de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
Artículo 58. …
V. Nombre, domicilio y nacionalidad de los abuelos;
I. En caso de no presentar el siguiente requisito, la autoridad administrativa actuará conforme a lo establecido por el artículo 59bis de la presente Ley.
…
Artículo 59.
Cuando la o el nacido fuere presentado por ambos padres, se asentarán los nombres, domicilio, edad y nacionalidad de los mismos; los nombres, domicilios y nacionalidad de los abuelos o, en su caso, conforme a lo establecido por el artículo 59bis de la presente Ley; y el nombre, parentesco, edad y domicilio de la persona que hubiere hecho la presentación, así como el nombre, domicilio y edad de los testigos.
Artículo 59bis.
En caso de no poder comprobar con acta válida y vigente los nombres, domicilios y nacionalidad de los abuelos, y conforme a su voluntad, el padre o la madre podrán cumplir con estos requisitos presentando un documento, bajo protesta de decir verdad, que contenga nombre y apellido de los ascendientes en segundo grado, su nacionalidad y domicilio.
En el caso de especie, el Oficial de Registro Civil que recibe el documento bajo protesta de decir verdad. tendrá que notificar dentro de tres días hábiles a la Dirección Estatal del Registro Civil sobre la declaración de filiación, que tendrá que averiguar y ratificar la información proporcionada por los padres, o uno de ellos, en coadyuvancia con el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia y Protección de Derechos del Estado de Coahuila y la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia del Estado de Coahuila, de acuerdo a las competencias atribuidas por las Leyes y las demás disposiciones aplicables.
En caso de personas extranjeras, la Dirección Estatal Registro Civil tendrá que ponerse en contacto con la autoridad diplomática del país de presunta procedencia de las personas extranjeras indicadas por parte de los padres, o uno de ellos, con el fin de averiguar sobre la presunta filiación declarada, y en coadyuvancia con el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia y Protección de Derechos del Estado de Coahuila y la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia del Estado de Coahuila, en el respecto de las competencias atribuidas por las Leyes y las demás disposiciones aplicables.
…
Artículo 403.
A falta de ambos padres o por cualquier otra circunstancia prevista en este ordenamiento, ejercerán la patria potestad sobre los menores, los ascendientes en segundo grado en el orden que determine el juez de lo familiar, tomando en cuenta las circunstancias del caso, en coadyuvancia con el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia y Protección de Derechos del Estado de Coahuila y la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia del Estado de Coahuila.
En todo caso de que la niña o el niño se encuentre en los supuestos del párrafo anterior, el juez solicitará a la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia del Estado de Coahuila de realizar la investigación pertinente para evaluar si la reintegración a la familia es lo más benéfico, evitando poner en peligro su integridad física o mental
T R A N S I T O R I O S
PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
SEGUNDO. El Congreso del Estado, en un plazo máximo de 180 días a partir de la entrada en vigor del presente decreto, deberá llevar a cabo las adecuaciones legislativas necesarias para dar cumplimiento al mismo.
TERCERO. En los términos que dispongan las leyes, se operarán las diligencias necesarias para asegurar la implementación de la reforma en los Registros Civiles Estatales, así como lo relativo a su integración.
CUARTO. En tanto se operen las diligencias formales para informar y capacitar los oficiales de los Registros Civiles Estatales, ningún oficial podrá desaplicar lo dispuesto por el presente texto de reforma. En su caso, será punido conforme a la normativa vigente.
QUINTO. El Congreso del Estado, el Poder Judicial y el Poder Ejecutivo a través de la Secretaría de Finanzas y la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas, en el ámbito de sus respectivas competencias, determinarán las adecuaciones presupuestarias necesarias para dotar de los recursos humanos, financieros y materiales correspondientes, para el cumplimiento del presente decreto, en términos de las disposiciones aplicables.
SEXTO. Se derogan las disposiciones que se opongan a este decreto.
SALTILLO COAHUILA A 03 DE SEPTIEMBRE 2018
__________________________________

Dip. Elisa Catalina Villalobos Hernández
__________________________________
Dip. Graciela Fernández Almaraz
__________________________________
Dip. Gabriela Zapopan Garza Galván
� http://www.ohchr.org/EN/UDHR/Documents/UDHR_Translations/spn.pdf


� http://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/CCPR.aspx


� http://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/CRC.aspx


� http://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/CMW.aspx


� http://www.ordenjuridico.gob.mx/TratInt/Derechos%20Humanos/D1BIS.pdf


� Es importante mencionar como la Constitución del Estado Autónomo de Coahuila reconoce que toda persona gozará de los mismos derechos humanos reconocidos en la Constitución Federal y en los tratados internacionales, dentro del territorio del Estado. Vease también art. 4(IV) Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza.






